El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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NULIDAD DE LO ACTUADO EN EL INCIDENTE DE DESACATO / ORDEN DIRIGIDA A PERSONA QUE NO DESEMPEÑABA EL CARGO. “[E]n la sentencia de tutela se ordenó a la Dra. María Eugenia Morales Castro, en su calidad de Directora de Reparación de la UARIV, que profiriera respuesta a la solicitud elevada por el actor el 14 de septiembre de 2016. Sin embargo, dicha funcionaria dejó de ejercer las funciones de Directora de Reparación y fue reemplazada por el Dr. Altus Alejandro Baquero Rueda, quien fue nombrado en ese cargo desde el 2 de septiembre de 2016; es decir, desde antes de la fecha en que se profirió el fallo de tutela y, como es obvio, de que se inició el incidente de desacato. Sin embargo, al citado señor no se le ha  vinculado formalmente a la actuación. (…) [S]i bien la orden de acatar el fallo se impuso a la Directora de Reparación de la UARIV, o a quien hiciera sus veces, el trámite incidental se surtió contra una persona que ya no se desempeña en ese cargo y por tanto, que no podía resultar sancionada al carecer de competencia para acatar el mandato judicial. En esas condiciones, se declarará la nulidad de lo actuado. Para rehacerla el juzgado de primera instancia deberá tener en cuenta que desde el 2 de septiembre de 2016 ejerce el cargo de Director de Reparación de la UARIV el Dr. Altus Alejandro Baquero Rueda y por tanto, con él deberá surtirse el trámite incidental respectivo, previo a lo cual, deberán adoptarse las medidas del caso para que se entere del fallo producido y del término para cumplirlo.”.
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Expediente No. 66001-31-03-002-2016-00602-01
Sería del caso decidir la consulta del auto proferido por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 7 del mes corre, por medio del cual sancionó a la Dra. María Eugenia Morales Castro, en su calidad de Directora de Reparación de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, con tres días de arresto y multa equivalente a dos salarios mínimos mensuales vigentes, por haber incumplido un fallo de tutela, pero se ha configurado una causal de nulidad que es del caso declarar.
A N T E C E D E N T E S

1. Mediante sentencia del 5 de diciembre de 2016, el juzgado de conocimiento, concedió el amparo solicitado por el señor Arcangeli Guevara Colorado y le ordenó a la a la Dra. María Eugenia Morales Castro o a quien hiciera sus veces, que en el término de quince días, diera respuesta clara, precisa y de fondo a la petición elevada por el actor el 14 de septiembre anterior, por medio de la cual solicitó la priorización de la entrega de la indeminización administrativa.
2. El 17 de enero último el actor informó que tal orden no se había cumplido.
3. El día siguiente se dispuso requerir a la Dra. María Eugenia Morales Castro para que manifestara si había acatado la orden impuesta. También, al Director General de la UARIV, con el fin de que hiciera cumplir el fallo de tutela o abriera los procedimientos disciplinarios que correspondieran. 

4. En proveído del pasado 25 de enero se abrió incidente de desacato contra aquella funcionaria y el 7 de febrero se profirió el auto motivo de consulta.

C O N S I D E R A C I O N E S

1. La Carta Política en su artículo 86 consagra la acción de tutela como un mecanismo con el que cuentan las personas para obtener protección efectiva de sus derechos constitucionales fundamentales, mediante un procedimiento preferente y sumario, cuando resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en los casos que para el efecto establece la ley.

Configurada la vulneración de uno o varios de tales derechos, el juez de tutela profiere una orden de naturaleza imperativa, a efectos de brindar amparo a la persona víctima del agravio, la que debe ser obedecida de manera inmediata para terminar con el quebranto al orden constitucional.

2. El objeto del incidente de desacato es obtener que la persona obligada cumpla la orden que se le impartió en un fallo de tutela con la finalidad de hacer efectiva la protección de derechos fundamentales, cuando decide no acatarla.

En relación con la naturaleza del incidente de desacato, ha explicado la Corte Constitucional:

“(i) El fundamento normativo del desacato se halla en los artículos 52 y 27 del Decreto 2591 de 1991; (ii) el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 consagra un trámite incidental especial, el cual concluye con un auto que no es susceptible del recurso de apelación pero que debe ser objeto del grado de jurisdicción de consulta en efecto suspensivo si dicho auto es sancionatorio. Todo lo cual obedece a que la acción de tutela es un trámite especial, preferente y sumario que busca la protección inmediata de los derechos fundamentales; (iii) el incidente de desacato procede a solicitud de parte y se deriva del incumplimiento de una orden proferida por el juez de tutela en los términos en los cuales ha sido establecido por la sentencia que ha hecho tránsito a cosa juzgada y emana de los poderes disciplinarios del juez constitucional; (iv) el juez que conoce el desacato, en principio, no puede modificar el contenido sustancial de la orden proferida o redefinir los alcances de la protección concedida, salvo que la orden proferida sea de imposible cumplimiento o que se demuestre su absoluta ineficacia para proteger el derecho fundamental amparado; (v) por razones muy excepcionales, el juez que resuelve el incidente de desacato o la consulta, con la finalidad de asegurar la protección efectiva del derecho, puede proferir órdenes adicionales a las originalmente impartidas o introducir ajustes a la orden original, siempre y cuando se respete el alcance de la protección y el principio de la cosa juzgada; (vi) el trámite de incidente de desacato debe respetar las garantías del debido proceso y el derecho de defensa de aquél de quien se afirma ha incurrido en desacato, quien no puede aducir hechos nuevos para sustraerse de su cumplimiento; (vii) el objetivo de la sanción de arresto y multa por desacato es el de lograr la eficacia de las órdenes impartidas por el juez de amparo para la efectiva protección de los derechos fundamentales reclamados por los tutelantes, por lo cual se diferencia de las sanciones penales que pudieran ser impuestas; (viii) el ámbito de acción del juez, definido por la parte resolutiva del fallo correspondiente, le obliga a verificar en el incidente de desacato: “(1) A quién estaba dirigida la orden; (2) cuál fue el término otorgado para ejecutarla; (3) y el alcance de la misma. Esto, con el objeto de concluir si el destinatario de la orden la cumplió de forma oportuna y completa (conducta esperada)”. De existir el incumplimiento “debe identificar las razones por las cuales se produjo con el fin de establecer las medidas necesarias para proteger efectivamente el derecho y si existió o no responsabilidad subjetiva de la persona obligada”…” 
.

De otro lado, el grado jurisdiccional de consulta, respecto de la decisión que al desatar el incidente impone una sanción, tiene como finalidad proteger los derechos de las personas que resultan afectadas con ella, en cuanto la pena va más allá del aspecto económico e incluye privación de la libertad, prerrogativa de rango fundamental que merece especial respeto y que obliga, por tanto, a verificar con suficiencia si efectivamente se cumplió o no lo establecido por el juez al conceder la tutela y si, además, el trámite pertinente se adelantó con sujeción al debido proceso y acatamiento del derecho de defensa de los sancionados, quienes deben estar plenamente individualizados y haber sido los destinatarios de la orden judicial que se dice desobedecida.

3. En lo que se refiere a este último aspecto, se advierte una irregularidad que conduce a revocar el auto motivo de consulta.

En efecto, en la sentencia de tutela se ordenó a la Dra. María Eugenia Morales Castro, en su calidad de Directora de Reparación de la UARIV, que profiriera respuesta a la solicitud elevada por el actor el 14 de septiembre de 2016.
Sin embargo, dicha funcionaria dejó de ejercer las funciones de Directora de Reparación y fue reemplazada por el Dr. Altus Alejandro Baquero Rueda, quien fue nombrado en ese cargo desde el 2 de septiembre de 2016
; es decir, desde antes de la fecha en que se profirió el fallo de tutela y, como es obvio, de que se inició el incidente de desacato. Sin embargo, al citado señor no se le ha  vinculado formalmente a la actuación. 
Como lo explica la jurisprudencia transcrita, para imponer alguna condena por el incumplimiento a un fallo de tutela, es menester conocer quién fue el funcionario destinatario de la orden y si este es el competente para cumplirla, más aún cuando la sanción conlleva la de privación de la libertad.

4. En este caso tal requisito se encuentra insatisfecho porque si bien la orden de acatar el fallo se impuso a la Directora de Reparación de la UARIV, o a quien hiciera sus veces, el trámite incidental se surtió contra una persona que ya no se desempeña en ese cargo y por tanto, que no podía resultar sancionada al carecer de competencia para acatar el mandato judicial. 
5. En esas condiciones, se declarará la nulidad de lo actuado. Para rehacerla el juzgado de primera instancia deberá tener en cuenta que desde el 2 de septiembre de 2016 ejerce el cargo de Director de Reparación de la UARIV el Dr. Altus Alejandro Baquero Rueda y por tanto, con él deberá surtirse el trámite incidental respectivo, previo a lo cual, deberán adoptarse las medidas del caso para que se entere del fallo producido y del término para cumplirlo.
Por tanto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Unitaria Civil - Familia,  

R E S U E L V E 

PRIMERO: Declarar la nulidad de lo actuado en este incidente por desacato, desde el auto de 18 de enero de este año. 

SEGUNDO: Ordenar al funcionario de primera instancia, rehacer la actuación afectada, en los términos indicados en la parte motiva de esta providencia.

Notifíquese, 

La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Sentencia T-652 de 2010.
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